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PROYECTO DE LEY

La Senado y la Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de ley


LEY DE PROMOCIÓN TRABAJO DIGNO EN CÁRCEL

CAPÍTULO PRIMERO 
INTRODUCTORIO.
ARTÍCULO 1.- La presente ley se aplicará en todo el ámbito de la Provincia de Buenos Aires en aquellos lugares de detención de personas denominados Cárceles, creadas o a crearse, que se encuentren bajo la órbita de injerencia del Servicio Penitenciario de la Provincia de Buenos Aires. 

ARTÍCULO 2.-Tendrá por objeto promover el trabajo digno de las personas en condiciones de detención, mediante distintos incentivos al giro comercial de las empresas privadas, facilitando los procesos de inversión y producción, a la vez que la resocialización y reinserción laboral de quienes se hallan bajo encierro, no obstante que sean beneficiarios de salidas transitorias, o se hallen bajo cualquier otra modalidad de semi-libertad. 
ARTÍCULO 3.- A los fines señalados se definen los siguientes términos:

Cárcel: Entiéndese por Cárcel aquel lugar, edificio o local, acondicionado y debidamente autorizado por la Autoridad Competente para alojar internos.

Interno: Entiéndese por interno a aquellas personas que hubieren sido condenadas a penas privativas de libertad o fueren  presuntos culpables de delito, cuyo encierro se hubiere dispuesto como medida cautelar dentro de un proceso penal por Autoridad Competente. 

Empresa: Entiéndese por Empresa a aquella organización instrumental de medios personales, materiales e inmateriales, ordenados bajo una dirección para el logro de fines económicos o lucrativos.

Empresario: Entiéndese por empresario a aquella persona que dirige la empresa por sí o por intermedio de otras personas y con la cual se relacionan jerárquicamente los trabajadores, cualquiera sea la participación que las leyes asignen a  éstas en la gestión y dirección de la empresa.

CAPÍTULO SEGUNDO

DISPOSICIONES GENERALES Y ESPECIALES.
ARTÍCULO 4.- El trabajo constituye un derecho. Es una de las bases del tratamiento y deberá tener positiva incidencia en su formación durante su permanencia bajo detención.
ARTÍCULO 5.- El trabajo se regirá por los siguientes principios: 

a) No se impondrá como castigo; 

b) No será aflictivo, denigrante, infamante ni forzado; 

c) Propenderá a la formación y al mejoramiento de los hábitos laborales; 

d) Procurará la capacitación del interno para desempeñarse en la vida libre; 

e) Se programará teniendo en cuenta las aptitudes y condiciones psicofísicas de los internos, las tecnologías utilizadas en el medio libre y las demandas del mercado laboral; 

f) Deberá ser remunerado de acuerdo a la legislación laboral vigente de acuerdo al tipo de actividad de que se trate; 

g) Se aplicará totalmente la legislación laboral y de la seguridad social vigente  tal como se lo hace con un trabajador en condiciones de libertad. 

ARTÍCULO 6.- El trabajo de los internos tendrá como finalidad primordial la generación de hábitos laborales, la capacitación y la creatividad, no obstante la participación empresaria con ánimo de lucro, bajo las condiciones que determina la presente ley y demás legislación vigente de aplicación según el ramo de actividad empresaria. No se organizará exclusivamente en función del rendimiento económico individual o del conjunto de la actividad.
ARTÍCULO 7.- El trabajo del interno estará condicionado a su aptitud física o mental, evitando cualquier tipo de discriminación al respecto. 

ARTÍCULO 8.- Sin perjuicio de su obligación de trabajar una vez contratado, asumida esta responsabilidad, no se coaccionará al interno a hacerlo. Su negativa injustificada será considerada falta media e incidirá desfavorablemente en el concepto, no obstante otro tipo de sanciones que pudieran aplicarse de acuerdo a la legislación laboral de encuadre de la actividad desarrollada. 

ARTÍCULO 9.- La ejecución del trabajo remunerado no exime a ningún interno de su prestación personal para labores generales del establecimiento o comisiones que se le encomienden de acuerdo con los reglamentos. Estas actividades no serán remuneradas, salvo que fueren su única ocupación. 

ARTÍCULO 10.- El trabajo del interno estará basado en criterios pedagógicos y psicotécnicos. Dentro de las posibilidades existentes el interno podrá manifestar su preferencia por el trabajo que desee realizar, lo que será acordado con la dirección de la empresa. 

ARTÍCULO 11.- En el caso de internos que ejerciten o perfeccionen actividades artísticas o intelectuales, éstas podrán ser su única actividad laboral si fuere productiva y compatible con su tratamiento y con el régimen del establecimiento. 

ARTÍCULO 12.- La capacitación laboral del interno, particularmente la de los jóvenes adultos, será objeto de especial cuidado. El régimen de aprendizaje de oficios a implementar, será concordante con las condiciones personales del interno y con sus posibles actividades futuras en el medio libre. 

ARTÍCULO 13.- Se promoverá la organización de sistemas y programas de formación y reconversión laboral, las que podrán realizarse con la participación concertada de las autoridades laborales, agrupaciones sindicales, empresarias y otras entidades sociales vinculadas al trabajo y a la producción. 

ARTÍCULO 14.- Los diplomas, certificados o constancias de capacitación laboral que se expidan, no deberán contener referencias de carácter penitenciario. 

ARTÍCULO 15.- La organización del trabajo penitenciario, sus métodos, modalidades, jornadas de labor, horarios, medidas preventivas de higiene y de seguridad, atenderán a las exigencias técnicas y a las normas establecidas en la legislación inherente al trabajo libre y a lo establecido en la presente ley. 

ARTÍCULO 16.-La Autoridad de Aplicación velará para que las tareas laborales se coordinen con los horarios destinados a otros aspectos del tratamiento del interno. 

ARTÍCULO 17.- El trabajo y la producción podrán organizarse por la Autoridad de Aplicación, bajo las formas de ente descentralizado, empresa mixta o privada, por cuenta propia del interno o mediante sistema cooperativo. En cualquiera de esas modalidades la Autoridad de Aplicación ejercerá la supervisión de la actividad del interno en lo concerniente al tratamiento. Un reglamento especial establecerá las normas regulatorias de los aspectos vinculados a la organización, funcionamiento, supervisión y evaluación de los entes oficiales, mixtos, privados o cooperativos, a los fines de llevar actualizadas estadísticas y reunir información útil para el mejor cumplimiento de esta ley. 

ARTÍCULO 18.- El trabajo del interno será remunerado. Si los bienes o servicios producidos se destinaren al Estado o a entidades de bien público, el salario del interno nunca será inferior al salario mínimo vital móvil vigente. En los demás casos o cuando la organización del trabajo esté a cargo de una empresa mixta o privada, la remuneración será igual al salario de la vida libre correspondiente a la categoría profesional de que se trate. Los salarios serán abonados en los términos establecidos en la legislación laboral vigente. 

ARTÍCULO 19.- La retribución del trabajo del interno, deducidos los aportes correspondientes a la seguridad social, se distribuirá simultáneamente en la forma siguiente, de darse el caso o supuesto: 

a) diez por ciento (10 %) para indemnizar los daños y perjuicios causados por el delito, conforme lo disponga la sentencia; 

b) treinta por ciento (30 %)  para la prestación de alimentos a hijos menores de edad - obligaciones nacidas de la patria potestad-; el porcentaje se reducirá a la mitad  si el deber alimentario fuera a ascendientes, cónyuge o colaterales- obligaciones nacidas del parentesco y matrimonio- . La modalidad se establecerá  conforme lo estipulado en el Código Civil y siguiendo sus lineamientos;
c) quince por ciento (15 %) para formar un ”fondo propio de reserva ” que se le entregará a su salida y que será depositado en una cuenta abierta en el Banco de la Provincia de Buenos Aires y a la orden del Juzgado de Ejecución que corresponda.  
d) En ningún caso el “fondo propio disponible” podrá superar un 30% de lo efectivamente percibido por el interno, luego de efectivizados los descuentos de ley y/o los estipulados en el presente artículo.
ARTICULO 20.-  El salario devengado será percibido de la siguiente manera: una parte será de libre disposición “fondo propio disponible” y  otra de disposición  potencial y  restringida “fondo propio de reserva”;  el primero será utilizado por el interno inmediatamente y para artículos de uso y consumo personal que autoricen los reglamentos, y el segundo se depositará en una cuenta bancaria que se abrirá a tales fines, cuyo monto devendrá en carácter de disponible una vez cumplida su pena.

ARTÍCULO 21.- El salario correspondiente al interno durante la semilibertad, prisión discontinua o semidetención podrá ser percibido por el propio interno teniéndose en cuenta el artículo 19 de la presente. En todos los casos deberá ser aplicado al cumplimiento de lo dispuesto en los incisos 1, 2 y 4 del artículo 11 del Código Penal.

ARTÍCULO 22.- Cuando no hubiere indemnización que satisfacer, la parte que correspondiere a la misma según el artículo anterior acrecerá el porcentaje destinado a la prestación de alimentos, de corresponder.  Pero dicho tope en ningún caso superará el porcentaje del treinta por ciento (30 %) establecido en el artículo 19 inciso b) de la presente.

ARTÍCULO 23.- Si el interno no tuviere indemnización que satisfacer, ni hubiere lugar a la prestación de alimentos, los porcentajes respectivos acrecerán al fondo propio  de reserva del interno-trabajador.
ARTÍCULO 24.- Si el interno tuviere que satisfacer indemnización, pero no prestación alimentaria, la parte que pudiere corresponder a ésta, acrecerá el fondo propio de reserva, en iguales condiciones que la anterior.
ARTICULO 25.- En los casos en que el interno ocasionara gastos dentro del establecimiento derivados de roturas o daños en general  a bienes muebles o inmuebles del Estado, aquellos serán descontados de los fondos contemplados en el art 19 en el inciso c) y no superarán el cinco por ciento (5%)  del fondo de reserva.
ARTÍCULO 26.- En los casos en que el interno  ocasionara daños a bienes de terceros, los gastos correspondientes serán descontados de los mismos fondos que los estipulados en el artículo anterior, no pudiendo superar el veinte por ciento ( 20%)  del fondo de reserva.
ARTÍCULO 27.- La administración penitenciaria podrá autorizar que se destine como fondo disponible hasta un máximo del treinta por ciento (30 %) del fondo propio mensual, siempre que el interno haya alcanzado como mínimo la calificación de conducta buena. El fondo disponible se depositará en el establecimiento a la orden del interno para adquisición de los artículos de uso y consumo personal que autoricen los reglamentos.  

ARTÍCULO 28.- El fondo propio, deducida en su caso la parte disponible que autoriza el artículo anterior, y descontados los porcentajes estipulados en el Artículo 19 incisos a y b, constituirá el fondo de reserva, que deberá ser depositado a interés en el Banco de la Provincia de Buenos Aires que corresponda a la jurisdicción del establecimiento, en las mejores condiciones de plaza. Este fondo, que será entregado al interno a su egreso, por agotamiento de pena, libertad condicional o asistida, será inaccesible e inembargable, sin perjuicio de lo establecido en el Artículo 27. Los reglamentos establecerán en casos debidamente justificados y con intervención judicial, la disposición anticipada del fondo de reserva. En el supuesto de fallecimiento del interno, el fondo de reserva será transmisible a sus herederos. 

ARTÍCULO 29.- La muerte o los accidentes sufridos por internos durante o con motivo de la ejecución del trabajo, así como las enfermedades profesionales contraídas por su causa, serán indemnizables conforme la legislación laboral vigente.

ARTÍCULO 30.- La indemnización, cualquiera fuere el monto de la efectiva remuneración percibida por el interno, se determinará sobre la base de los salarios fijados en los Convenios Colectivos de Trabajo o disposiciones vigentes, a la fecha del siniestro, para las mismas o similares actividades en el medio libre. 

ARTÍCULO 31.- Durante el tiempo que dure su incapacidad, el interno accidentado o enfermo percibirá la remuneración que tenía asignada, de acuerdo a la legislación laboral vigente.

ARTÍCULO 32.- Desde su ingreso se asegurará al interno el ejercicio de su derecho de aprender y trabajar, adoptándose las medidas necesarias para mantener, fomentar y mejorar su educación y preparación laboral.

CAPÍTULO TERCERO

BENEFICIOS EN LAS CONDICIONES DE PARTICIPACIÓN DE LA EMPRESA PRIVADA EN EL ÁMBITO DEL TRABAJO CARCELARIO.

ARTÍCULO 33.- Las empresas que participen de la modalidad de trabajo que establece la presente ley podrán gozar de los siguientes beneficios y franquicias: 

a) Acceso a inmuebles de dominio privado del Estado en condiciones preferenciales en los lugares denominados Cárceles donde la Empresa ejerza su actividad;
b) Exención de impuestos, tasas y gravámenes en general, creados o a crearse, de carácter provincial; de conformidad con lo establecido en el Artículo 36 y siguientes; 
c) Acceso a financiamiento con condiciones preferenciales en la operatoria que contrataren con el Banco de la Provincia de Buenos Aires; 

d) Preferencia en las licitaciones del Estado Provincial en caso de que exista una diferencia igual o menor del  diez por ciento (10%) en las condiciones y precios con otras empresas no comprendidas en la presente ley. Dicho porcentaje se ampliará hasta el veinte por ciento (20%) para las empresas con certificación de calidad de reconocimiento internacional; 

e) Acceso a los beneficios del Fondo de Garantías Buenos Aires; 

f) Participación en los sistemas provinciales de desarrollo de proveedores y de promoción de la oferta y subcontratación inter-industrial e intra-industrial; 

g) Apoyo en la obtención de las certificaciones de calidad, que sean definidas por la Autoridad de Aplicación de la Ley 13.656; 
h) Descuentos de cinco por ciento (5%) en las prestaciones de servicio de: energía eléctrica, gas, agua y comunicaciones; en estos casos los descuentos serán soportados por el Estado Provincial; 

i) Asistencia gubernamental en la gestión de los recursos humanos.

j) Invitase a los Municipios en cuyo territorio se encuentren establecidos los lugares de detención de personas a los que hace referencia la presente ley, a adherirse al presente régimen otorgando exenciones, desgravaciones, descuentos, y cuanta otra medida de fomento crean conveniente, para lo que deberán sancionar la respectiva ordenanza de acuerdo a lo que prevé la Ley Orgánica de la Municipalidades de la Provincia de Buenos Aires.
ARTÍCULO 34.- El acceso a inmuebles de dominio privado del Estado podrá ser acordado a las empresas que se acojan al régimen de esta Ley. La superficie de tales inmuebles será la necesaria y suficiente para el funcionamiento racional de la Planta de Producción o de Prestación de Servicios que se hayan de instalar dentro del predio carcelario, pudiéndose prever reservas para futuras expansiones. Se preservarán los derechos de la Provincia para el caso de no cumplirse el objeto o acordarse otro destino a los inmuebles. En el caso de venta o concesión de uso de la planta de producción o prestación de servicios, el Ministerio de Economía celebrará los contratos respectivos previa tasación de acuerdo lo que regula el Decreto-Ley 9.533/80, o el que en el futuro lo reemplazare.

ARTÍCULO 35.- Las empresas y/o actividades de las mismas alcanzadas por los beneficios de la presente Ley podrán recibir en comodato y/o concesión de uso sin opción a compra, por un máximo de diez (10) años, los predios de propiedad del Estado Provincial donde instalen su planta industrial, prorrogable por otros diez (10) años más, y así sucesivamente mientras se cumpla el objeto de la presente ley. El Ministerio de Economía conjuntamente con la Autoridad de Aplicación reglamentarán los alcances del presente beneficio.

ARTÍCULO 36.- Las Empresas beneficiadas podrán gozar de una exención total de hasta diez (10) años según el Plan de Desarrollo Industrial de los Impuestos: Inmobiliario, sobre los ingresos brutos -o el que en el futuro lo sustituya-, sellos, automotores, sobre los consumos energéticos, y otros servicios públicos, de acuerdo a lo que determine la reglamentación. Las exenciones impositivas provinciales alcanzan a: 

A) La exención para el impuesto sobre los ingresos brutos será del cien por ciento (100%) de la facturación originada en las actividades promocionadas mediante la presente ley. Igual beneficio regirá para la incorporación de un nuevo proceso productivo o de prestación de servicios dentro de la misma o de la Planta ampliada. 

B) La exención del pago del Impuesto Inmobiliario de un bien inmueble ubicado en territorio provincial a la sola elección de la Empresa beneficiaria. 

C) La exención del Impuesto de Sellos alcanzará:
1) En el período de construcción o montaje de las instalaciones alcanzadas por las exenciones impositivas de la presente ley, a los contratos de: 

a) Locación de obras o servicios; 

b)  Suministro de energía eléctrica y de gas; 

c) Seguros que cubran riesgos relacionados con la construcción o montaje de las instalaciones, ya sea que la realice la Empresa beneficiaria en forma directa o mediante subcontratación con terceros. La exención alcanzará a ambas partes contratantes. 

2) A los contratos relacionados con la adquisición de materias primas e insumos, incluyendo los servicios públicos, vinculados a la actividad promovida, por todo el período de la promoción otorgada. Dicha exención alcanzará a la lateralidad de la Empresa beneficiaria, debiendo en estos casos la otra parte contratante abonar su impuesto. 

D) La exención del Impuesto sobre los Automotores será del cien por ciento (100%), hasta diez (10) unidades que se destinen a las actividades promovidas. Los mismos deberán ser exclusivamente vehículos utilitarios y/o camiones.  

ARTICULO 37.- La exención regirá a partir del primer día del mes siguiente al del acto administrativo que lo declare incluido en el Régimen de Promoción del Trabajo Digno Carcelario. En caso de que la puesta en marcha a escala industrial ocurra con posterioridad al decreto de otorgamiento, el beneficio comenzará a tener vigencia a partir del primer día del mes siguiente al de su puesta en marcha.

ARTÍCULO 38.- El Poder Ejecutivo podrá otorgar o promover el otorgamiento de financiamiento destinado a la construcción y/o equipamiento de las plantas a instalarse en establecimientos carcelarios con sumas provenientes del Fondo Permanente de Promoción Industrial. En el caso de créditos de otorgamiento directo, tal financiamiento deberá estar respaldado mediante la constitución de garantías a favor del Estado Provincial.

ARTÍCULO 39.- La Autoridad de Aplicación podrá asistir, mediante recursos provenientes del Fondo Permanente de Promoción Industrial, a las empresas que se acojan al régimen de esta Ley en la gestión de sus recursos humanos, en conceptos tales como selección de personal, certificación de competencias y capacitación.

ARTÍCULO 40.-A fin de poder brindar asistencia, las empresas beneficiarias del presente régimen de promoción serán consideradas sujetos de beneficios por parte de todas aquellas acciones  desarrolladas por el Poder Ejecutivo, en el ámbito de la capacitación de mano de obra, promoción del empleo, diseño de currícula, etc. a través del Ministerio de Trabajo y de la Dirección General de Escuelas. 

ARTÍCULO 41.- Será de aplicación conjuntamente con la presente la Ley Nº 13.656  de la Provincia de Buenos Aires o la que en el futuro la reemplace, en las condiciones de su vigencia y en tanto y en cuanto sus disposiciones fueren compatibles y no se opongan con la presente ley.

ARTÍCULO 42.- Una vez instalada la empresa en un establecimiento carcelario, se establece que el mínimo de permanencia produciendo o prestando servicios en el marco de ésta ley, será el término de dos (2) años contados a partir del día en que efectivamente comience el proceso productivo, salvo en casos graves de excepción en que dicho proceso debiera finalizar antes; dichas excepciones deberán ser suficientemente fundamentadas y aprobadas de igual modo  por la Autoridad de  Aplicación de esta ley. 

CAPÍTULO CUARTO

AUTORIDAD DE APLICACIÓN. COMPETENCIAS
ARTÍCULO 43.- Será Autoridad de Aplicación el Ministerio de Trabajo de la Provincia de Buenos Aires, o el organismo estatal que en el futuro lo reemplace en sus funciones, cualquiera fuere la denominación que la respectiva ley le otorgue.

ARTÍCULO 44.- Serán sus funciones, sin perjuicio de que pueda delegarlas mediante la pertinente resolución en la autoridad penitenciaria correspondiente:

1. Formular e implementar la política de gestión de las normas que rigen las relaciones laborales de los internos según la presente ley.

2. Promover la participación comunitaria y de todos los habitantes de la provincia de Buenos Aires en aquellos temas, cuestiones, inquietudes y problemáticas que se relacionen directa o indirectamente con la temática carcelaria en general, a fin de que brinden sus opiniones y fundamentos  que hagan a una mejor aplicación de esta ley, fortaleciendo así los espacios de participación ciudadana. 

3. Diseñar e implementar mecanismos de control del funcionamiento de la legislación laboral en general dentro de las empresas que se establecerán en el marco de esta ley. 

4. Diseñar, implementar y evaluar los programas de formación básica, profesional y técnica que contribuyan al mejor desenvolvimiento de los internos trabajadores, pudiendo además desarrollar y poner en vigencia programas de formación y actualización profesional a los fines antes indicados. 

5. Establecer y mantener un vínculo dinámico y recíproco entre la Provincia y todo actor o entidad internacional, nacional, provincial o municipal, público o privado, interesado en la temática del trabajo carcelario a los fines de mejorar las prestaciones tanto de empresas,  como de los trabajadores y del propio  Estado.

6. Velar en todo momento por el fiel cumplimiento de las disposiciones de ésta ley.

ARTÍCULO 45.-. Para acceder a dichos beneficios la reglamentación determinará las características del proyecto de inversión productiva o de prestación de servicios que las empresas interesadas deberán presentar ante la Autoridad de Aplicación, la que podrá sugerir cambios, reformas, adaptaciones y cuanta otra medida que mejor convenga a la aplicación de la presente.

ARTÍCULO 46.- La Autoridad de Aplicación determinará el porcentaje y/o cantidad mínima de trabajadores internos que deberá obligatoriamente ocupar la empresa a radicarse intramuros, para poder obtener los beneficios que la presente ley establece.
CAPÍTULO QUINTO

DERECHOS Y OBLIGACIONES

ARTÍCULO 47.- Los derechos y obligaciones de las partes involucradas, serán los establecidos en la respectiva legislación vigente al momento de la aplicación de la presente ley, con excepción de las siguientes consideraciones:
1) Aportes de la Seguridad Social de los internos empleado que serán soportados íntegramente por el Estado Provincial de acuerdo a la normativa vigente.

2) Seguro de Cobertura por los Riesgos en el Trabajo de los internos empleados, que la  Autoridad de Aplicación contratará los servicios de “Provincia Aseguradora de Riesgos del Trabajo”; los gastos que genere dicha contratación serán a cargo exclusivo del Estado Provincial.

ARTÍCULO 48.- El empresario está obligado a satisfacer el pago de la remuneración debida al trabajador-interno en los plazos y condiciones previstos en la legislación vigente  y/o el que establezca la reglamentación.
ARTÍCULO 49.-  Las empresas deberán garantizar condiciones dignas de labor, para lo cual deberán hacer las inversiones pertinentes en infraestructura.
Será total y absoluta responsabilidad de la empresa asumir los gastos de su  instalación, funcionamiento, mantenimiento y disolución. 

ARTÍCULO 50.- El  empresario  tendrá facultades suficientes para organizar económica y técnicamente la empresa.
ARTÍCULO 51.- El empresario deberá hacer observar las pausas y limitaciones a la duración del trabajo establecidas en la legislación vigente, y adoptar las medidas que según el tipo de trabajo, la experiencia y la técnica sean necesarias para tutelar la integridad psicofísica y la dignidad de los trabajadores-interno; deberá evitar los efectos perniciosos de las tareas penosas, riesgosas o determinantes de vejez o agotamiento prematuro, así como también los derivados de ambientes insalubres o ruidosos.

Está obligado a observar las disposiciones legales y reglamentarias pertinentes sobre higiene y seguridad en el trabajo. El trabajador-interno podrá rehusarse a la prestación del trabajo, sin que ello le ocasione pérdida o disminución de la remuneración, si el mismo le fuera exigido en trasgresión a tales condiciones, siempre que exista peligro inminente de daño o se hubiera configurado el incumplimiento de la obligación, mediante constitución en mora, o si habiendo el organismo competente declarado la insalubridad del lugar, el empresario no realizara los trabajos o proporcionara los elementos que dicha autoridad estableciera.
ARTÍCULO 52.- Las empresas, con las salvedades que establezca la reglamentación,  están obligadas a continuar la relación laboral una vez que el trabajador-interno haya sido liberado y retorne al medio libre.
ARTICULO 53.- Se les reconoce y garantiza a los trabajadores-internos el derecho de asociación sindical o sindicalización y demás derechos inherentes al mismo, de acuerdo a la respectiva legislación. 

ARTÍCULO 54.- Los sistemas de controles personales del interno trabajador destinados a la protección de los bienes del empresario deberán siempre salvaguardar la dignidad del trabajador-interno y deberán practicarse con discreción y se harán por medios de selección automática destinados a la totalidad del personal.
ARTÍCULO 55.-  La relación laboral se extinguirá por:

a) Renuncia del trabajador-interno

b) Despido

c) Voluntad concurrente de las partes

d) Justa Causa

e) Fuerza mayor o por falta o disminución del trabajo

f) Vencimiento del plazo

g) Quiebra o concurso del empleador

h) Incapacidad o Inhabilidad del trabajador-interno

i) Muerte del trabajador-interno
ARTÍCULO 56.- Las partes están obligadas a actuar de buena fe, ajustando su conducta a lo que es propio de un buen empleador y de un buen trabajador, tanto al celebrar, ejecutar, o extinguir el contrato o la relación de trabajo.
ARTÍCULO 57.- Será de aplicación conjuntamente y/o subsidiariamente con la presente, la Ley de Contrato de Trabajo,  o la que en el futuro la reemplace, en las condiciones de su vigencia y en tanto y en cuanto sus disposiciones fueren compatibles y no se opongan  a la presente ley.

CAPÍTULO SEXTO

CASOS ESPECIALES

ARTÍCULO 58.- En el caso de Cooperativas que ya estén funcionando teniendo como trabajadores a internos, a partir de la entrada en vigencia de esta norma, podrán seguir funcionando de igual modo pero adaptándose en todos los aspectos a la Ley Nacional de Cooperativas.

ARTÍCULO 59.- En el caso de que los internos ya  estén realizando algún tipo de actividad laboral o reeducativa con características laborales dentro del Establecimiento de detención y no se acogieren a los beneficios de la presente ley, continuarán su curso normal de tareas.

CAPÍTULO SÉPTIMO

PROCEDIMIENTO

ARTÍCULO 60.- En los casos en que se suscitare conflicto laboral individual o colectivo, la Autoridad de Aplicación asegurará debidamente la representación o asistencia técnica de abogado de confianza del interno o del Ministerio Público de la Defensa en el supuesto de que no hubiere designado uno de confianza. Será nulo todo lo actuado en sede administrativa cuando el interno trabajador no contare con la asistencia de profesional abogado, ya sea de confianza o del Ministerio Público de la Defensa.

ARTÍCULO 61.- Ante conflicto laboral individual o colectivo, será de aplicación tanto a empresas como a trabajadores, las normas de fondo del derecho común, y las de las respectivas leyes de procedimiento laboral, tanto en sede administrativa como judicial.

CAPÍTULO OCTAVO

DEROGACIÓN DE NORMAS

ARTÍCULO 62.-  Deróganse los Artículos 34, 35, 36, 37, 38 , y 39 de la ley 12.256 (Código de Ejecución Penal).

ARTÍCULO 63.-Derógase la Ley Nº 11.046 y sus modificatorias.

ARTÍCULO 64.-  Derógase toda norma que se oponga a la presente.

ARTÍCULO 65.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.
FUNDAMENTOS

El presente proyecto tiene por objeto promover el trabajo en cárcel mediante distintos incentivos al giro comercial de las empresas privadas, facilitando los procesos de inversión y producción, a la vez que la resocialización y reinserción laboral de quienes se hallan bajo encierro, no obstante que sean beneficiarios de salidas transitorias, o se hallen bajo cualquier otra modalidad de semilibertad. De esta manera, el Estado Provincial, ejerce su responsabilidad y el deber de garantizar al encarcelado su dignidad e integridad personal, generando políticas públicas en ese sentido, a través de la puesta en práctica del presente proyecto.

La doctrina judicial, y distintos autores especializados en la temática dividen dos maneras de concebir el trabajo penitenciario. No son contrapuestas, sino que se enlazan y caminan juntas hacia el mismo objetivo. Una concibe a la actividad laboral de manera terapéutica (llamada laborterapia), una especie de  dispositivo eficaz que permite la reinserción social de la persona que ha transgredido la ley. La otra concepción, toma al trabajo del interno como un derecho que debe ser garantizado para las personas detenidas, y tiene como horizonte la dignidad de la persona. 

Como es sabido, el condenado es titular de los mismos derechos que las personas libres y solamente podrá sufrir las limitaciones expresamente previstas en el ordenamiento jurídico como inherentes a la resolución judicial que dispuso la medida de encierro.

En nuestra Provincia los internos trabajan en Producción (reparación de automotores, panaderías, producción agrícola, muebles, herrería, etc.) y Mantenimiento (incluye tanto mantenimiento de edificio menor, como oficios de cocina, atención de escuelas, reparar instalaciones eléctricas, etc.).

 En los casos de trabajadores de Producción, actualmente el peculio se rige por la Ley 11.046, y aquellos que desempeñan tareas de Mantenimiento perciben el peculio a través de la “Administración”. En torno a esta regulación , es dable mencionar la Resolución Nº 5/11 del Defensor del Pueblo de la Provincia de Buenos Aires, el que recomendó al “...Consejo de Administración de la “Cuenta Especial Servicio Penitenciario de la Provincia, Trabajos Penitenciarios Especiales” (creada por la ley 11.046) que, hasta tanto se reglamente la ley 12.256 en su parte pertinente o se promulgue una nueva ley que regule el trabajo penitenciario, se implementen acciones concretas para el ejercicio de los derechos de la Ley Nº 24.660, la Constitución Nacional, los tratados internacionales incorporados a su texto, y la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, consagran a favor de las personas privadas de su libertad, logrando que la relación laboral mantenga las garantías previstas en dicha normativa. ” . 

La causa  a la que hace referencia la  Resolución era “L. R. C. R. S/ ACCION DE HABEAS CORPUS” que tramitara por ante el Tribunal en lo Criminal Nº 3 de Mar del Plata, en la que quedó acreditado que el denunciante “trabajaba en la fábrica de calzado que opera en el Sector Talleres de la Unidad, que percibía aproximadamente $550 por una jornada laboral de ocho horas diarias y había estado solicitando junto a otros internos trabajadores un incremento salarial de $100... Allí quedó verificado “que al menos en lo que respecta a una parcialidad de internos trabajadores de la Unidad Penal Nº 15, existen graves falencias en la operatividad del sistema de trabajo de la Ley 11046 de las que derivan situaciones laborales ilegítimas y abusivas que, paradójicamente, las genera el propio Estado Provincial al amparo de una normativa reglamentaria inexistente en perjuicio de los detenidos-trabajadores”. En el mismo fallo se expresó: “dejando constancia que el beneficio empresario para instalar emprendimientos productivos en las unidades debería tener su origen en disposiciones que no vayan en desmedro del trabajador privado de su libertad”.

Como se indicó anteriormente, en la Resolución 5/11 el Defensor del Pueblo de la Provincia de Buenos Aires sugirió la sanción de una norma que subsane todos estos defectos y abusos. Y esto es lo que pretende básicamente la presente ley, llevar dignidad a quienes sufren situaciones de encierro, las que se ven agravadas por el incumplimiento de la legislación laboral, por quien la sanciona, o sea, por  el propio Estado. En otras palabras,  este proyecto viene a llenar ese vacío legal al que se hace referencia en la Resolución ut supra mencionada. 

No obstante la laguna normativa que hasta ahora existe, y fue precedentemente enunciada, en párrafos siguientes se describe brevemente el actual régimen legal aplicable en materia de trabajo penitenciario:
Las garantías en el campo penal fueron agrupadas por los constituyentes en el artículo 18 de nuestra Constitución Nacional. El tema penitenciario se evidencia en la frase "las cárceles de la Nación serán sanas y limpias, para seguridad y no para castigo de los reos detenidos en ella, y toda medida que a pretexto de precaución conduzca a mortificarlos más allá de lo que aquélla exija hará responsable al juez que la autorice” constituyéndose ésta en una sabia norma y de avanzada para su época, estamos hablando del año 1853.

La última parte del artículo 18 mencionado, establece además que la higiene debe reinar en todo establecimiento carcelario, ya que no es sede de castigo sino de seguridad de los reos allí alojados. La prisión debe ser para medida de seguridad y no de castigo.

Debemos tener presente que aún siendo el único artículo de la Constitución Nacional que hace referencia expresa al sistema carcelario, el espíritu de los derechos fundamentales que consagra nuestra ley suprema deben ser de aplicación a los internos, y guía permanente de referencia de las autoridades penitenciarias en la aplicación de la readaptación y seguridad que la ley les ha asignado,  y no puede existir ley que se dicte en su consecuencia, contraria a estos lineamientos fundamentales.

De esta manera se evidencia en nuestra Constitución la visión cristiana y humanista de la vida y que el hombre, pese a su situación de detenido (por una o varias causas jurídicas llevadas adelante cumplimentando con el debido proceso), sigue mereciendo el respeto y la dignidad propia del ser persona humano.

Se pueden mencionar otras normas constitucionales que hacen a la dignidad del hombre y que no pueden ser suprimidas por la condición de interno o detenido en establecimientos penitenciarios: el derecho a la vida, a la integridad física y psíquica, y a la dignidad del hombre en cuanto tal.

También es importante relevar a estos fines, los principios del artículo 18 de la Carta Magna, en cuanto a la abolición de las torturas y azotes, cuyos antecedentes ya se remontan a la Asamblea del año XIII, y que no son sólo una garantía para evitar confesiones y pruebas forzadas, sino que se extiende a la prohibición como medio de castigo para cualquier penado o sometido a medidas de seguridad.

Existen también principios constitucionales que garantizan el debido proceso en materia penal  de los que deben gozar los procesados, amparados como cualquier habitante en virtud del principio de inocencia.

Se consagra para la protección de todos los habitantes el viejo principio nullum crimen sine lege, o sea, de juzgamiento y pena por ley anterior al hecho del proceso ,el que se complementa con la prohibición de obligar a declarar contra sí mismo, y la inviolabilidad de la defensa en juicio de la persona y los derechos.

También podríamos referenciar el principio de igualdad que se consagra en el artículo 16 de la Constitución Nacional en su segundo párrafo,  sostiene la igualdad de todos los habitantes ante la ley. 
Asimismo es dable mencionar, los artículos 14 y 14 bis de nuestra carta magna que destacan como un derecho fundamental del hombre, el derecho a trabajar. Y, tal como se expusiera  anteriormente,  como el condenado es titular de los mismos derechos que las personas libres y solamente puede sufrir las limitaciones expresamente previstas en el ordenamiento jurídico como inherentes a la resolución judicial que dispuso la medida de encierro, el derecho a trabajar no se encuentra limitado por la imposición de la pena de prisión, sino que el mismo debe gozar de la protección de las leyes, las que deben asegurar al trabajador: condiciones dignas y equitativas de labor; jornada limitada; descanso y vacaciones pagados; retribución justa; salario mínimo vital móvil; igual remuneración por igual tarea.
También se pueden considerar relacionados con la materia penitenciaria lo establecido en el artículo 75 de la Constitución Nacional que encomienda al Congreso de la Nación el dictado del Código Penal y el artículo 126 del mismo Cuerpo Normativo que prohíbe a las provincias realizar actos de poder antes delegados a la Nación, los cuales deben ajustarse estrictamente a lo normado por el Congreso Nacional. En igual sentido el artículo 99 de la Constitución Nacional faculta al Poder Ejecutivo a reglamentar las leyes del Congreso, y el artículo 128 impone el deber a los gobernadores como agentes naturales del gobierno federal en las provincias para hacer cumplir la Constitución Nacional y las leyes de la Nación que en su consecuencia se dicten.

Por último cabe destacar también, la facultad que la Carta Magna le otorga al Presidente de la Nación por el artículo 99 que establece entre las facultades del Poder Ejecutivo la de indultar o conmutar penas por delitos sometidos a jurisdicción federal, exceptuando los derivados del juicio político, y las consagradas o reservadas al Congreso de la Nación en el artículo 75, que le permite conceder amnistías generales; en ambos casos tienen como finalidad la culminación o reducción del proceso de ejecución penal.

Siguiendo en nivel constitucional, pero ahora en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires no puede dejar de mencionarse el artículo 30, el que declara “…las prisiones son hechas para seguridad y no para mortificación de los detenidos. Las penitenciarías serán reglamentadas de manera que constituyan centros de trabajo y moralización. Todo rigor innecesario hace responsable a las autoridades que lo ejerzan…;”.

En relación a lo expresado, es dable destacar una reflexión del reconocido constitucionalista Germán Bidart Campos, quien considera: “el sistema de ejecución de la pena, el régimen penitenciario, el mismo derecho penal, demanda subordinarse a un derecho constitucional que ahora nos gusta calificar como “humanitario”, sencillamente porque es humanitario en cuanto confiere centralidad y mayor valor al ser humano que es persona – ontológica y jurídicamente-. El preso, el condenado, el delincuente, no deja de ser persona, no pierde ni cancela su valor personalidad que, como valor ético, siempre decimos que reviste alcurnia mayor que el plexo de los valores jurídicos-políticos encabezados por el valor justicia. Si es persona, hay que depararle el respeto debido a su dignidad de tal porque es suficiente con privarlo de su libertad corporal. Y porque – valga repetirlo otra vez- las cárceles no son para castigo. El revanchismo no halla cabida en el derecho constitucional humanitario. Todo lo demás – régimen carcelario, condena penal, ejecución de condena, etc.- están por debajo de la Constitución y del derecho internacional de los derechos humanos…. Las subversiones institucionales no son coherentes con el derecho constitucional humanitario y configuran un deterioro mayúsculo para el sistema institucional del Estado democrático….”

Por tanto, la importancia de regular el trabajo penitenciario en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires por un lado debe estar dirigido a una adecuada resocialización, por cuanto constituye uno de los pilares constitucionales fundamentales del tratamiento que debe darse a las personas dentro de las cárceles, pero por el otro hacer efectivo el trabajo del interno como un derecho que deber ser garantizado para las personas detenidas, y tiene como horizonte la dignidad de la persona. 

Empero ello no sólo lo expresa el presente proyecto, las normas de carácter internacional, resaltan la tendencia mundial a la protección del ser humano y la dignidad fundamental de su existencia, así como también una creciente preocupación de los organismos multinacionales hacia la protección de los derechos humanos y las garantías fundamentales de todos los hombres. Es importante destacar las siguientes normas:

1°) Declaración Universal de los Derechos Humanos: Fue aprobada y proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 10 de Diciembre de 1948, y entre sus artículos destaco referente a la temática que vengo desarrollando:

Artículo.  3: Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona.

Artículo 5: Nadie será sometido a torturas, ni a penas o tratos crueles, inhumanos y degradantes.

Artículo 7: Todos los habitantes son iguales ante la ley.

Artículo 11: Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley y en juicio público en el que se hayan asegurado todas las garantías para la defensa.

Artículo 23. 1.- Toda persona tiene derecho al trabajo, a la libre elección de su trabajo, a condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo, y a la protección contra el desempleo. 2.- Toda persona tiene derecho, sin discriminación alguna, a igual salario por igual trabajo. 3.- Toda persona que trabaja tiene derecho a una remuneración equitativa y satisfactoria,  que le asegure, así como a su familia, una existencia conforme a la dignidad humana y que será completada, en caso de ser necesario, por cualesquiera otros medios de protección  social. 4.- Toda persona tiene derecho a fundar sindicatos u a sindicarse para la defensa de sus intereses.

2°) Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos: Aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 16 de Octubre de 1966 y que entró en vigor el 23 de marzo de 1976, entre sus artículos señalo como de importancia y a ser tenidos en cuenta:

Artículo 6: El derecho a la vida es inherente a la persona humana, es protegido por la ley. Nadie podrá ser privado de la vida arbitrariamente.

Artículo 7: Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes, en particular nadie será sometido sin su libre consentimiento a experimentos médicos o científicos.

Artículo 8: Nadie será sometido a la esclavitud o a la servidumbre. Nadie estará obligado a realizar trabajos forzados. No podrá ser interpretado en el sentido que prohíbe, en los países en que ciertos delitos pueden ser castigados con la pena de prisión acompañada de trabajos forzados, el cumplimiento de una pena de trabajos forzados impuesta por tribunal competente. No se considerarán trabajos forzados u obligatorios los trabajos o servicios que se exijan normalmente a una persona presa en virtud de decisión judicial legalmente dictada, o de una persona que habiendo sido presa en virtud de tal decisión se encuentre en libertad.

Artículo 9: 1) Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad personal. Nadie podrá ser sometido a prisión o detención arbitrarias. Nadie podrá ser privado de su libertad salvo por las causas fijadas por la ley y con arreglo a los procedimientos establecidos en ésta. 2) Toda persona detenida será informada en el momento de su detención, de las razones de la misma, y notificada de la acusación formulada contra ella. 3) Toda persona detenida o presa a causa de una infracción penal será llevada sin demora ante el juez, tendrá derecho a ser juzgada en un plazo razonable o a ser puesto en libertad. La prisión preventiva de las personas que hayan de ser juzgadas no debe ser la regla general pero su libertad podrá estar subordinada a garantías. 

Artículo 10: Toda persona privada de libertad será tratada humanamente y con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano: a) Los procesados estarán separados de los condenados, salvo en circunstancias excepcionales y serán sometidos a un tratamiento distinto adecuado a su condición de persona no condenada. b) Los menores condenados estarán separados de los adultos y deberán ser llevados ante los tribunales de justicia en el menor tiempo posible para su enjuiciamiento. c) El régimen penitenciario consistirá en un tratamiento cuya finalidad esencial será la reforma y la readaptación social de los penados, los menores delincuentes estarán separados de los adultos y serán sometidos a un tratamiento adecuado a su edad y condición jurídica. 

Artículo 11: Nadie será encarcelado por el sólo hecho de no poder cumplir una obligación contractual. 

Artículo 14: 1) Todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de justicia. Toda persona tiene el derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantías por un tribunal competente, independiente e imparcial, en la substanciación de cualquier acusación de carácter penal. 2) Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley. 3) Cuando una sentencia condenatoria firme haya sido revocada, o el condenado haya sido indultado por haberse producido o descubierto un hecho plenamente probatorio de un error judicial, la persona que haya sufrido una pena como resultado de tal sentencia deberá ser indemnizada, conforme a la ley, a menos que se demuestre que le es imputable en todo o en parte el no haberse revelado oportunamente el hecho desconocido.

El pacto establece un Comité de Derechos Humanos integrado por dieciocho miembros y compuesto por hombres de gran integridad moral y conocimiento en derechos humanos, que estudia los informes de los Estados, transmite informes y comentarios que estima convenientes a los estados y lo puede hacer al Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas (ECOSOC), también admite quejas de los Estados por violaciones de los derechos consagrados por parte de otros Estados.

 3°) Protocolo Facultativo: Aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 16 de diciembre de 1966 y en vigor desde el 23 de marzo de 1976 es complementario del Pacto de Derechos Civiles y Políticos y faculta al Comité de Derechos Humanos para recibir y considerar las comunicaciones de individuos víctimas de violaciones de los derechos humanos enunciados en el Pacto.

4°) Resolución 1503: Es otro instrumento que actúa como medio de protección de las Naciones Unidas, y que fuera aprobado a través del Consejo Económico y Social (ECOSOC), que brinda atribuciones para tratar las violaciones groseras a los derechos humanos, donde quiera que se hayan cometido, sea cuales fueran las víctimas y establece un procedimiento de examen al efecto, que consiste en la realización de un estudio preliminar por una comisión de cinco miembros pertenecientes a la Sub-Comisión de Prevención de la Discriminación y la Protección de las Minorías. Las diferencias entre el Protocolo Facultativo y la Resolución 1503, son que el primero analiza casos particulares y la Resolución examina un cuadro persistente de violaciones manifiestas y groseras de derechos humanos.

La resolución 1503 protege todos los derechos de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, mientras que el Protocolo Facultativo se limita a los derechos civiles y políticos amparados por el Pacto Internacional.

5°) Convención Internacional contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes: Aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en diciembre de 1984. Entiende por tortura a todo acto en el que se infrinja intencionalmente a una persona dolores o sufrimientos graves, físicos o mentales, con el fin de obtener de ellas o de un tercero información o una confesión, de castigarlo por un acto que haya cometido, o de intimidar o coaccionar a esa persona o a otras, por cualquier razón basada en cualquier tipo de discriminación, cuando dichos dolores sean infligidos por un funcionario público o persona en ejercicio de función y no serán torturas los dolores o sufrimientos que sean consecuencia únicamente de sanciones legítimas o inherentes a éstas.

En ningún caso se puede invocar circunstancias excepcionales que justifiquen la tortura, tales como la emergencia o la necesidad. 

Todo Estado parte velará por incluir una educación sobre la prohibición de las torturas en la formación profesional del personal encargado de aplicar la ley, sea civil, militar, médico, funcionarios públicos o de custodia y tratamiento de personas arrestadas, detenidas o en prisión. 

Los Estados Nacionales velarán por la existencia de mecanismos prontos e imparciales de investigación contra actos de torturas y por la posibilidad de toda persona que alegue ser sometida a tortura de presentar una queja y velará a su vez porque la legislación garantice a la víctima de la tortura la reparación y el derecho de indemnización justa y adecuada, incluidos los medios de rehabilitación.
Todos los Estados se comprometen a prohibir en los territorios bajo su jurisdicción otros actos que constituyan tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes y que no lleguen a ser torturas. 

La Convención constituye un Comité contra la Tortura compuesto de expertos de gran integridad moral y conocimiento en derechos humanos. Los Estados parte presentarán al Comité por intermedio del Secretario General de las Naciones Unidas las medidas que hayan adoptado para efectivizar el compromiso.
Los informes son examinados por el Comité, el que puede hacer observaciones y serán transmitidas al Estado parte, que puede responder las observaciones.
Se admiten también las comunicaciones estaduales por violaciones de otros Estados, sólo a condición de reciprocidad de reconocimiento de la competencia del Comité. Si no se arriba a solución interestatal el Comité ofrece sus buenos oficios de acuerdo a las reglas procesales de la Convención. Según el art. 22 todo Estado parte puede declarar en cualquier momento que reconoce la competencia del Comité para recibir y examinar comunicaciones que sean enviadas por personas sometidas a su jurisdicción, o en su nombre, que aleguen ser víctimas de una violación y de acuerdo con las normas de la Convención.

El Comité presentará un informe anual sobre sus actividades a los Estados parte y a la Asamblea General de las Naciones Unidas.

6°) Convención Americana de los Derechos y Deberes del Hombre: Fue aprobada en la 9ª Conferencia Internacional Americana de Bogotá, República de Colombia de 1948, y entre sus artículos se  destacan:

Artículo 1: Todo ser humano tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona.

Artículo 2: Todas las personas son iguales ante la ley.

Artículo 7: Toda mujer en estado de gravidez o en época de lactancia tiene derecho a la protección y ayuda especiales.

Artículo 17: Toda persona tiene derecho a que se le reconozca en cualquier parte como sujeto de derecho y de obligaciones y a gozar de los derechos civiles fundamentales.

Artículo 25: Nadie puede ser privado de su libertad sino en los casos y según las formas establecidas por las leyes preexistentes. Todo individuo que haya sido privado de su libertad tiene derecho a que el juez verifique sin demora la legalidad de la misma y a ser juzgado sin dilación injustificada, o de lo contrario ser puesto en libertad. Tiene derecho también a un trato humanitario durante la privación de la libertad.

Artículo 26: Se presume que todo acusado es inocente hasta que se pruebe que es culpable.

7°) Convención Americana sobre Derechos Humanos: Suscripta en el curso de la Conferencia Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos en San José de Costa Rica el 22 de noviembre de 1969. De su normativa se selecciona por considerarlo importante: 

Artículo 4: Derecho a la vida: Toda  persona tiene derecho a que se respete su vida. Este derecho estará protegido por la ley, y en general desde el momento de la concepción. No se restablecerá la pena de muerte en los Estados que la han abolido.

Artículo  5: Derecho a la integridad personal:
1.- Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral. 2.- Nadie puede ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. Toda persona privada de libertad será tratada con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano. 3.- La pena  no puede trascender la persona del delincuente.4.- Los procesados deben estar separados de los condenados, salvo circunstancias excepcionales y serán sometidos a un tratamiento adecuado a su condición de personas no condenadas. 5.- Cuando los menores puedan ser procesados deben ser separados de los adultos y llevados ante tribunales especiales, con la mayor celeridad posible para su tratamiento. 6.- Las penas privativas de libertad tendrán como finalidad esencial la reforma y la readaptación social de los condenados. 

Artículo  6: Prohibición de la esclavitud y  servidumbre: 1.- Nadie puede ser sometido a esclavitud y servidumbre. 2.- Nadie puede ser constreñido a ejecutar un trabajo forzado, esta disposición no podrá ser interpretada en el sentido de que prohíbe el cumplimiento de dicha pena impuesta por juez o tribunal competente. El trabajo forzoso no debe afectar a la dignidad, ni a la capacidad física o intelectual del recluido. 3.- No constituyen trabajo forzoso u obligatorio: a) Los trabajos o servicios que se exijan normalmente a la persona recluida en cumplimiento de una sentencia o resolución formal por la autoridad judicial. Tales trabajos o servicios deberán realizarse bajo la vigilancia y control de las autoridades públicas, y los individuos que las efectuarán no pueden ser puestos a disposición de particulares, compañías o personas jurídicas de carácter privado.

Artículo 7: Derecho a la libertad personal: 2.- Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las condiciones fijadas de antemano por las constituciones políticas de los Estados parte o por las leyes... 3.- Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios. 6.- Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o tribunal competente, a fin de que éste decida sin demora, sobre la legalidad de su arresto o detención... 

Artículo  8:  Garantías judiciales: 1.- Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley... 2.- Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad... 

Artículo 10: Toda persona tiene derecho a ser indemnizada conforme a la ley en caso de haber sido condenado sin sentencia firme por error judicial. 

Artículo 25: Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la amparen contra los actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención... 

La Convención Americana crea dos métodos de protección de los derechos que consagra: A) La Comisión Interamericana de Derechos Humanos y B) La Corte Interamericana de Derechos Humanos. La Comisión compuesta de siete miembros de alta autoridad moral y conocimiento en derechos humanos y conformada de acuerdo a las normas del instrumento internacional, tendrá por funciones promover la observancia y defensa de los derechos humanos, estimulando la conciencia de los pueblos, formulando recomendaciones, preparando estudios, solicitando informes a los gobiernos, atendiendo consultas de la Secretaría de la Organización de Estados Americanos y rindiendo un informe anual a la Asamblea General de esa Organización.

Cualquier persona o grupo de personas, o entidades no gubernamentales pueden presentar a la Comisión peticiones que contengan denuncias o quejas de violación de la Convención.

Los Estados parte pueden reconocer la competencia de la Comisión para recibir y examinar las comunicaciones en que un Estado alegue que otro Estado parte ha incurrido en violación de los derechos humanos establecidos en la Convención.

La Corte Interamericana está compuesta de siete jueces, elegidos de acuerdo con lo estipulado en la Convención, pero sólo los Estados parte y la Comisión tienen derecho a someter un caso a la Corte, previo reconocimiento de la competencia de la Corte por el Estado parte. La Corte también tiene competencia para reconocer en la interpretación y aplicación de las disposiciones de la Convención.

8°) Reglas mínimas para el Tratamiento de los Reclusos de las Naciones Unidas: El objeto de las reglas no es describir en forma detallada un sistema penitenciario modelo, sino únicamente, inspirándose en conceptos generalmente admitidos en nuestro tiempo y en los elementos esenciales de los regímenes contemporáneos menos perjudiciales, los principios y las reglas de una buena organización penitenciaria.

La idea original fue concebida por la Comisión Internacional Penal y Penitenciaria que preparó una serie de reglas que la Sociedad de la Naciones Unidas hizo suyas en 1934 y que al ser disuelta la Sociedad en 1951 y nacer Naciones Unidas se presentaron entonces al Primer Congreso sobre la Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente en Ginebra de 1955. El Congreso aprobó por unanimidad las reglas y recomendó su aprobación al Consejo Económico y Social (ECOSOC).

Tras ello el ECOSOC aprobó las reglas tal como lo hiciere el Congreso.

Se debe tener presente además la Disposición General de la Comisión Interamericana de los Derechos Humanos que determina los Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad en las Américas (año 2.008) en cuyo Principio XIV sobre trabajo manifiesta que: “Toda persona privada de libertad tendrá derecho a trabajar, a tener oportunidades efectivas de trabajo, y a recibir una remuneración adecuada y equitativa por ello, de acuerdo con sus capacidades físicas y mentales, a fin de promover la reforma, rehabilitación y readaptación social de los condenados...” 

El Primer Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en Ginebra en 1955, y aprobadas por el Consejo Económico y Social en sus Resoluciones 663CXXIV del 31/07/57 y 2076 LXII del 13/05/77, en los puntos 72.1., 74.1. y 2., determinan que “la organización y los métodos de trabajo penitenciario deberán asemejarse lo más posible a los que se aplican a un trabajo similar fuera del establecimiento, a fin de preparar a los reclusos para las condiciones normales del trabajo libre...” 

Entre las políticas públicas puestas en marcha, se destacan las siguientes: 

Programa Nacional de Cárceles Saludables: Este programa se implementa por primera vez en América Latina, a partir de la firma del "Convenio de Cooperación y Asistencia Técnica para la implementación de Programas de Prevención y Atención de la Salud de los internos alojados en unidades dependientes del Servicio Penitenciario Federal"  con el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, a través de su Secretaría de Política Criminal y Asuntos Penitenciarios. 

Cárceles Saludables se creó con la intención de desarrollar en las Unidades Penales Federales, un entorno saludable que contemple los derechos humanos, éticos y legales de los internos alojados y del personal penitenciario federal. Los objetivos del programa están dirigidos a: 

• Implementar un sistema permanente de vigilancia epidemiológica y de información continua.

• Evitar la diseminación de enfermedades (TBC, VIH-SIDA, hepatitis y enfermedades de transmisión sexual).

• Asegurar los cuidados, el tratamiento y el apoyo a los internos que viven con enfermedades físicas y/o psíquicas y su entorno, incluyendo en éste al personal que lo asiste.

• Identificar grupos poblacionales con necesidades especiales, por ejemplo internas con hijos adolescentes.

• Minimizar la incidencia negativa de la enfermedad en los individuos y la comunidad.
• Minimizar el impacto de factores socioeconómicos y de los comportamientos que aumentan los riesgos de enfermedad, tanto individual como colectiva.

Asegurar una alimentación adecuada y condiciones ambientales dignas.
Datos relevantes del programa a Julio del 2001.

• El Ministerio de Salud proveyó 21.000 dosis de vacuna antigripal destinada a los internos y al personal que trabaja en las unidades penitenciarias (la población alojada en los establecimientos del servicio es de aproximadamente 7000 internos).

• A través del programa LUSIDA se incluye la provisión de preservativos para reducir el riesgo de enfermedades de transmisión sexual. (Ministerio de Salud de la Nación)

El Proyecto de Control del SIDA y ETS (LUSIDA) fue creado, en noviembre de 1997, con financiamiento conjunto del Ministerio de Salud de la Nación y el Banco Mundial a fin de disminuir el crecimiento de la epidemia en nuestro país, a través de la promoción de actividades de prevención. Su objetivo principal es reducir la transmisión de la infección por VIH/SIDA, a través de un programa regular y permanente de prevención en SIDA y ETS, priorizando sus acciones en aquellas áreas geográficas con mayor número de enfermos registrados: Ciudad de Buenos Aires, Provincia de Buenos Aires, Santa Fe y Córdoba; con la posibilidad de replicar a nivel nacional tanto las acciones como las estrategias exitosas.

La readaptación social constituye una preocupación constante. El sistema penitenciario estatal ha padecido durante años graves problemas como la sobrepoblación, el mal estado de la infraestructura penitenciaria, el tráfico de drogas, el trato indigno de los internos y la falta de controles dentro de los centros.

Tanto la sociedad y el Gobierno no podían seguir permitiendo tales anomalías, las que  en vez de de readaptar al individuo, redundaban en su perjuicio. Bajo esta perspectiva, se formuló el Acuerdo Interinstitucional para la Dignificación de los Reclusorios del Estado (AIDRE), que establece líneas de acción específicas, para atacar los principales problemas:

* Abatir la sobrepoblación y el hacinamiento, a través de un programa de emergencia de libertades anticipadas, logrando ya la gradual despresurización.

* Agilizar los procesos, con acciones conjuntas por parte de la Procuraduría y el Supremo Tribunal de Justicia, este último ha logrado 4.016 sentencias a partir de inicio del programa.

* Proporcionar alimentos de calidad nutricional y cantidad suficiente, para todos los internos.

* Abastecer de agua necesaria para erradicar la deficiencia en tal vital líquido.

* Reconstruir las áreas de visita familiar.

* Instalar teléfonos públicos gratuitos.

Con el objeto de vigilar cabalmente el respeto a los derechos humanos en los centros penitenciarios, la Comisión Nacional de Derechos Humanos, la Comisión Estatal de Derechos Humanos y Dirección General de Prevención y Readaptación Social, instalaron Buzones para recibir quejas de los internos y sus familias.

Con estas acciones, se ha logrado avanzar con significación en la calidad de vida de los reclusos. 

El Programa Nacional de “Trabajo en las Cárceles”: El 13 de febrero del 2006, el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, dictó la Resolución 279/2006 (BO 20/02/06) a través de la cual implementó el “Programa Nacional de Trabajo en Cárceles” con dependencia funcional de la Subsecretaría de Asuntos Penitenciarios, en la órbita de la Dirección Nacional de Readaptación Social.

Dicho programa tiene por objeto la formación de los internos en hábitos laborales, generando para ese universo oportunidades de empleo productivas en consonancia con los lineamientos y exigencias del mercado laboral.

Nuestra Constitución Nacional sustituyó el principio de la “pena-castigo” por el tratamiento de resocialización del penado adecuándose a las nuevas vertientes de las ciencias criminológica y penal.

La readaptación del interno permite que el hombre que delinquió sea devuelto a la comunidad con la convicción de ser útil para sí, para su familia y para la propia sociedad, comportándose como el común de los hombres, sin violar o desconocer nuevamente las normas jurídicas. Para ello resulta de suma importancia que la persona privada de libertar adopte hábitos laborales que le permitan conseguir su sustento dignamente y de esta manera diagramar un nuevo espectro para su futuro.

La implementación de este nuevo Programa de Trabajo se inserta dentro de una serie de políticas penitenciarias destinadas a lograr la reinserción social de los detenidos evitando de este modo la reincidencia, muchas veces motivada por la falta de herramientas para ingresar y/o reingresar al mercado laboral.

Como se ha expresado, el trabajo penitenciario es utilizado conjuntamente con la educación como los pilares y herramientas fundamentales que posee la institución penitenciaria para concretar la reforma, reeducación y resocialización del individuo. El trabajo en la cárcel existe desde el momento en que la privación de la libertad fue tomada como pena y aún antes, pero en la antigüedad la función laboral en prisión tenía por finalidad cuestiones económicas y retributivas. En este sentido puede ejemplificarse el período de la cárcel como lugar de trabajos forzados en favor del Estado. Posteriormente la función y finalidad del trabajo penitenciario mutó de la retribución a ser un medio para la pretendida resocialización, reeducación, readaptación o reorientación del penado.
Nuestra legislación ha consagrado el principio del trabajo como parte del tratamiento y en tal sentido, aquél debería comprender la formación y capacitación del interno para un oficio, arte o profesión que pudiere serle útil al egreso de la cárcel, por ello es de suma importancia que  aquí se contemple la acreditación de saberes prevista por la Dirección General de Cultura y Educación de la provincia de Buenos Aires, que indudablemente les resultará de gran utilidad al momento de egreso de la cárcel.

La significación del trabajo en cárceles fue reconocida en diversas oportunidades por el Excmo. Tribunal de Casación Penal de la provincia de Buenos Aires diciendo: “… La detención carcelaria no puede ir contra postulados fundamentales que hacen a la reeducación y reinserción social del detenido (Artículo 1 de la ley 24.660), que tienden a la educación, el trabajo y los lazos familiares o quasifamiliares como coadyuvantes dichos objetivos fundamentales, acordes con el artículo 18 de la constitución Nacional y a los pactos internacionales sobre derechos humanos. Restringir a título de sanción alguno de tales derechos implica ir contra los objetivos de la ley precitada, concordantes con los fijados por la Carta Magna federal….” (TC0001 LP, P 9428 RSD-796-2 S 5-12-2002, S., N. s/ Recurso de Casación; TC0001 LP 25847 RSD-168-7 S 24-4-2007, P., D. s/ Habeas Corpus; TC0001 LP 35562 RSD- 239-9 S 7-4-2009, C., J. s/ Habeas Corpus).

Así también es considerado por autores como  Riveras Beiras, Iñaki y Salt, Marcos Gabriel en “Los derechos fundamentales de los reclusos”, cuando sostienen “….La adaptación de la finalidad resocializadora en cuanto meta de la privación de la libertad no se reduce a una mera declaración formal de buenas intenciones, sino que impone exigencias bien concretas; exigencias que, por lo que al trabajo carcelario concierne, se resumen en la que hemos denominado “característica fundamental” de todo trabajo penitenciario resocializador: su asimilación al trabajo general, es decir, su organización sobre las mismas bases económicas, técnico-productivas y jurídicas que el trabajo libre.”

Como ya se ha dicho, el fin  de la pena de prisión conforme se encuentra expresamente consagrado en la Constitución Nacional y en los Tratados Internacionales de igual jerarquía, no es otra que procurar la “resocialización” del sujeto sometido a su aplicación.

Aparece así  el concepto de la “readaptación social” o “resocialización” del delincuente encarcelado empero  López y Machado sostienen que “readaptación” y “reinserción social” no pueden ser usados como sinónimos, ya que “la readaptación exige un cambio en la actitud del desadaptado, la reinserción exige, además, la participación de la sociedad en la comprensión y el apoyo que debe brindar. En síntesis, basta la conducta individual para ser tipificado como desadaptado, pero es necesario considerar el comportamiento del grupo para ser categorizado como no-inserto”. El presente proyecto vela por la búsqueda de  la real y efectiva resocialización del condenado.  Y la educación es conjuntamente con el trabajo la otra gran herramienta formal que la legislación pretende utilizar para resociabilizar al individuo. En tal sentido se pretende no sólo la inserción social sino la elevación personal y cultural del interno. En los últimos años y sobre todo con el advenimiento de la democracia se han instalado en numerosas unidades carcelarias una serie de centros de estudios universitarios, sobre todo en el campo del derecho, que intentan mejorar las condiciones de habitabilidad y ejecución de la pena a mérito de su pertenencia al círculo de estudios terciarios.
Como se ha expresado, la reeducación y resocialización del preso es uno de los temas más importantes dentro de los que se debe desarrollar el Sistema Penitenciario. No solo se debe alojar a los presos, hasta el agotamiento de su condena, sino que debe interesarse especialmente en las esferas humanitarias de los individuos, procurando preservar los inalienables derechos humanos que les restan. La reeducación, la formación y capacitación laboral del preso lo ayudará, mas tarde, a afrontar el retorno a la vida libre, enfrentando las dificultades provocadas por tantos años de reclusión.

Se ha escrito por doctrina internacional especializada en el tema del trabajo carcelario que “La reinserción social de los presos implica necesariamente formarlos en el trabajo, en la obediencia al orden, en los hábitos consuetudinarios para disciplinar el cuerpo y mejorar su cualificación profesional para hacerlos competitivos en el mercado laboral después de la excarcelación” (“Política de reinserción y funciones del trabajo en las prisiones. (El caso de Cataluña)”, Antonio Martín Artiles, Francese Gibert, Ramón Alos-Moner, Fausto Miguélez, en “Política y Sociedad”, 2.009, Vo. 46 Núm. 1y 2: 221-236).

Y en tren de analizar el sentido que se propone la presente ley, no es otro que, como expresan los mismos autores: …“Es sabido que el trabajo en la condición de prisión tiene varias finalidades: mejorar la vida cotidiana del preso al permitirle una actividad que rompe la rutina, la inactividad y la presión de la cárcel; poner a su disposición unos ingresos que pueden mejorar su calidad de vida en la prisión y contribuir, en muchos casos, al sustento de su familia…”, con lo cual, el objetivo de la ley  es claro en ese sentido. Así, dicho de otro modo, la realidad carcelaria ha evidenciado, hasta ahora, la pobre capacidad resocializadora que ha tenido la pena privativa de la libertad. El ostensible engrosamiento de la carrera criminal de los penados y la  cuota de reincidencia delictiva que permanece alta, han demostrado el fracaso de la cárcel como instrumento de control social. Con el convencimiento que lo mejor para un hombre que está privado de su libertad es que el mismo se eduque o trabaje en pos de encausar sus energías en su presente y favorecer su inserción social y laboral a futuro; es momento de hacerse cargo de un serio e histórico problema, cuya intensidad ha crecido considerablemente en la sociedad actual; y para ello, éste Proyecto de Promoción de Trabajo Digno en Cárcel propone una real política de reinserción. 
Empero, porque son situaciones que no deben volver a repetirse, cabe recordar que un fallo del Tribunal de Casación bonaerense obligó al Estado provincial a proveer obra social, ART, aportes jubilatorios y salarios acorde a la ley de Contrato de Trabajo a los internos que trabajan en la cárcel de Batán.  Tras graves denuncias de “trabajo esclavo” en dicha cárcel, representantes de los Ministerios de Trabajo y de Justicia bonaerense inspeccionaron las instalaciones que poseen distintas empresas privadas en la Unidad Penal. Por su parte, desde la Asociación Pensamiento Penal (APP) -entidad que también participó del operativo- afirmaron que seguramente” …habrá varias empresas que se van a regularizar porque, aún regularizándose como corresponde, tienen situaciones ventajosas dentro de los muros”. En cambio, admitieron que hay otros emprendimientos productivos que “evidentemente tenían propósitos muy diferentes al del trabajo digno y muy probablemente no van a seguir” funcionando. En ese marco, desde la APP aclararon que se está “absolutamente a favor de la promoción de trabajo en cárceles” y consideran que “los empresarios que van a instalarse intra muros deben tener ventajas con relación a los empresarios que están fuera de las cárceles porque no deja de tener cierto gesto altruista ir a llevar trabajo a un contexto de encierro”. Sin embargo, “esas ventajas no pueden ser de ninguna manera soportadas por los trabajadores, mucho menos aún por trabajadores privados de la libertad. Las ventajas se las debe proporcionar el Estado a través de desgravaciones, de subsidios y de las mil formas de las que se le puede dar incentivos y promociones”. 

Y dicho esto,  no se puede dejar de mencionar el rol sumamente importante que cumplen los incentivos fiscales para llevar adelante los fines de la presente normativa. Los mismos sirven de estímulo para que las empresas se sientan motivadas a instalarse intramuros,  promoviendo el trabajo digno en cárcel. Con ellos se busca atraer a empresas privadas/ particulares, que se radiquen dentro de los establecimientos carcelarios en los cuales los internos deberán prestar un servicio de acuerdo al rubro de la empresa. Los incentivos, particularmente sirven para favorecer a la generación de empleo; garantizar la relación laboral una vez que el liberado retorne al medio libre; promover la industrialización, el cuidado del medio ambiente, la transferencia de tecnología,  la diversificación de la estructura económica y la formación de capital humano.

El trabajo en cárceles debe tener la condición de que se respeten todas las obligaciones, remuneración acorde a la ley, seguridad social, obra social y jubilación como corresponde en el caso de cualquier trabajador. Y es el Estado quien debe beneficiar a aquella empresa que quiere radicarse intramuros, dándole algún tipo de beneficio impositivo, como los que se establecen en este proyecto.
En otro orden de ideas, también es dable destacar que en el presente proyecto se les reconoce a los trabajadores-internos el derecho de libre asociación o agremiación, según lo estimen conveniente o no. Con lo dicho, se va a permitir a  los Sindicatos ingresar  al interior de nuestras cárceles, siendo este uno de los pasos fundamentales, para lograr que las políticas públicas de empleo que instrumenta esta norma legal se cumplan, y se cumpla también con el objetivo primordial de que el futuro liberado pueda reinsertarse laboralmente sin ningún inconveniente. Además, la sindicalización les va a permitir a los internos-trabajadores reclamar por sus derechos laborales y les va a posibilitar percibirse como sujetos de derechos y no meramente como objetos del sistema carcelario.
Como lo ha expresado calificada doctrina autoral “Reinsertar importa, proveer también de herramientas útiles para romper el círculo del delito y en ello el trabajo y la capacitación resultan fundamentales para el sujeto” (Revista de Estudios Criminológicos y Penitenciarios, Número 11, Diciembre de 2.007, editado por el Ministerio de Justicia de Chile, editorial, Myriam Olate Berríos).
Según un Informe emanado del Servicio Penitenciario Bonaerense de marzo del 2.013, la población de detenidos alcanza acerca de 28.000 personas, saliendo en libertad por año estimativamente 13.500, es decir, entre 35 y 42 por día, con lo cual, el sistema egresa a los liberados sin una condición laboral que les permita, en la inmensa mayoría de los casos, reinsertarse laboralmente, con lo que, el índice de reincidencia tiende a incrementarse, por esta y por otras razones, pero no escapa a nadie que una persona preparada laboralmente podrá con mayor facilidad que una no preparada, conseguir un empleo acorde con sus saberes y oficios  que a partir de la presente, podrá desarrollar dentro de la institución de encierro.

El presente proyecto se pone a tono con la ley provincial Nº 14.301 que entre otras disposiciones prevé la obligación para el Estado Provincial de ocupar a los liberados con domicilio en la Provincia que hayan cumplido cinco años de privación de libertad.

Las normas de reenvío a las cuales se hace referencia en la parte dispositiva del presente proyecto tienen por objeto evitar un conflicto entre el régimen que establece la presente ley y la demás legislación de aplicación, sobre todo la laboral, en virtud a que es de fuente nacional y como es sabido, no se puede modificar con la sanción de una norma provincial, ya que la posibilidad de legislar en materia laboral  propiamente dicha fue cedida por las provincias como atribución del Congreso de la Nación, ganándose además con ello sobre todo, el encuadre de los trabajadores-internos en igualdad de condiciones con el resto de los obreros y empleados que se encuentran en libertad.

Normas que el proyecto deroga: En primer término, se deroga la Ley 11.046 que NO regula un régimen laboral para las personas privadas de su libertad, sino que crea una Cuenta Especial “Servicio Penitenciario de la Provincia, Trabajos Penitenciarios Especiales”, con la finalidad de tender a que los frutos del trabajo y producción, se apliquen a la capacitación de los internos como parte del tratamiento de readaptación, al mejoramiento y acrecentamiento de la eficacia del sistema productivo, a la elevación de las condiciones laborales y de vida de los internos, y al mejoramiento de los establecimientos en que opera, creando un Consejo de Administración de carácter honorario que tiene a su cargo la directa administración de la Cuenta Especial.
Esto da de bruces y está en clara contraposición con el nuevo régimen que se viene a crear con la presente ley, por lo que su derogación deviene claramente necesaria.

Se derogan también algunos artículos de la ley 12.256, que es el Código de Ejecución Penal bonaerense que legisla sobre trabajo penitenciario estableciendo que en su aspecto técnico administrativo, modalidades, horarios, previsiones referidos a la higiene y seguridad industrial, accidentes e indemnizaciones se regirán por las normas legales establecidas para la materia en cuanto sean compatibles con las particularidades del sistema que esa ley instrumenta, por lo cual la derogación de ciertas normas que contiene es necesaria a tenor de que el presente proyecto “laboraliza” (permÍtaseme el barbarismo) el trabajo en la cárcel, tratando de que sea digno  directamente con la aplicación de las leyes laborales que rigen para todos los ciudadanos, con lo cual también se refuerza  el principio de igualdad ante la ley. ¿qué diferencia puede haber entre una zapatilla fabricada por un preso y una fabricada por una persona libre?.Ninguna. Entonces no se  puede en cuando a su condición de trabajador una ley protectoria a unos y otra distinta a otros, solo por el hecho de estar detenidos, cuando la tarea es la misma.

Como no podía ser de otra manera también se deroga toda norma que se oponga a la presente, a los fines de facilitar la labor interpretativa para los operadores que deberán aplicar la  legislación que se pretende sancionar.

Considerando que esta ley viene a cubrir un vacío legal en donde tanto la ciencia criminológica y las ciencias en general han alcanzado un grado de desarrollo supremo y siguen haciéndolo, en buena hora, no  se debe tener duda alguna de que la sanción de esta ley organizará y ordenará de manera digna el trabajo de los internos en sus lugares de detención, no perjudicando a nadie y beneficiando a todos: internos, familiares, empresarios, Estado, y sociedad en general.

Es por todo lo expuesto que solicito a los Señores Legisladores acompañen la presente iniciativa.
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